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Resumen

La nueva Ley 39/2015 concibe a la Administracion por defecto como e-Administracion y da una vuelta
de tuerca a la obligacién de relacionarse por medios electrénicos. Con la nueva ley, la Administracién
ha de ser electrdnica por defecto y no es necesario el consentimiento de la ciudadania para la relacién
electrénica. Aungue se tiene derecho a elegir y cambiar el canal presencial o electrénico, se puede
presumir dicha eleccién. Hemos pasado del derecho a la obligacién de comunicarse electrénicamente con
la administracién, casi por defecto. Se analiza la posibilidad de imponer la relacion electronicaelectrénica
através de norma reglamentaria bajo determinados requisitos y presupuestos materiales. No obstante,
ni la ley ni los tribunales son exigentes ni garantistas, frente a lo que el autor apuesta por garantias
ante posibles discriminaciones o indefensiones que puedan darse. Asimismo se analiza el hecho de
que algunos colectivos estén obligados «en todo caso» por la ley a relacionarse electrénicamente, y
precisamente todos los obligados a la relacién electrénica no tienen derecho a ser asistidos. Finalmente
se observan las consecuencias del incumplimiento del deber de relacionarse electrénicamente, que ha
sido requlado por la Ley 30/2015 de modo muy mejorable y poco garantista.

* El presente estudio es producto de investigacién de la Iinea Derecho Publico, del grupo de investigacion Estudios
constitucionales, medio ambiente vy territorio (Colciencias COLO111291) de la Corporacién Universitaria Unisabaneta.
Asimismo, se realiza en el marco del Proyecto MINECO «El avance del Gobierno Abierto. Régimen juridico constitucional
de la implantacion de politicas de transparencia, acceso a la informacién, datos abiertos, colaboracién y participacién
especialmente a través de las TIC y del gobierno electrénico» (DER2015-65810-P). Este texto es una sintesis muy abre-
viada de Cotino (2017); asimismo, ahora actualizado, fue presentado como ponencia en el XX Congreso Iberoamericano
de Derecho e Informatica FIADI, Salamanca, 19-21 de octubre de 2016. Una version extensa en mas de 50 paginas del
presente puede sequirse en Cotino (2017).
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The obligation to interact electronically with the Administration
and its scarce guarantees

Abstract

The new Law 39/2015 conceives the Administration by default as e-Administration and gives a twist to the
obligation to interact electronically. With the new law, the administration has to be electronic by default
and the consent of citizens is no longer required for the electronic relationship, although they have the
right to choose and change the face-to-face or electronic channel, but this choice can be presumed.
We have moved from the right to the obligation to communicate electronically with the administration,
almost by default. We analyse the possibility of imposing the electronic relationship through regulatory
standards under certain requirements and material budgets. However, neither the law nor the courts are
demanding nor guaranteeing, against which the author relies on guarantees against possible discrimination
or helplessness. Likewise, we analyse the fact that some collectives are obliged “in any case” by law to
interact electronically and precisely all those obliged to the electronic relationship do not have the right
to be assisted. Finally, we consider the consequences of the failure to comply with the duty to interact
electronically, which has been requlated by Law 30/2015 in a very improvable way and with little guarantee.
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1. Una admmistracién electrén ica chos de la ciudadania su eje central, en especial, alrededor
) del reconocimiento del derecho a la relacién electrdnica

pOY defeCtO con un pOS|ble (art. 6.19), asi como una serie de derechos (art. 6. 2°) que
derecho a cambiar el canal conformaron todo un estatuto del ciudadano administrado

L. ' electrénicamente.?
electrénico por el presencial
La nueva Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
La Ley 11/2007 fue sin duda un avance en la regulacién de  Administrativo Comun de las Administraciones Publicas?
la e-Administracién' y tuvo en el reconocimiento de dere-  en su articulo 13 a) reconoce a todo aquel que cuente con

1. Al respecto de esta ley, resultan referentes obligados, entre otros, Gamero y Valero (2011, 38 ed.); Pifiar (2011); Cotino y Valero (2010); R.
Martinez (2009 y 2016); Palomar (2007); Cerrillo (2008).

2. Al respecto, me remito a Cotino (2011a) y, mds breve Cotino (2011 b), asi como a Blasco (2007) y Cerrillo (2011, actualizado en 2016).

3. Sobre la nueva ley, la obra de referencia es la coordinada por Gamero (2017). Recientemente y desde el punto de vista electrénico, Martin
(2017 confirmar si es a o b). También sobre la ley, Documentacién Administrativa. Nueva Epoca (2015); Campos (2016) y M. Alguacil et al.
(2016, coords.). Cabe tener en cuenta las reflexiones basicas sobre la misma por Gamero (2016a) o Valero (2015).
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capacidad de obrar (persona fisica o juridica) el derecho «a
comunicarse con las Administraciones Publicas a través de
un Punto de Acceso General electrénico de la Administra-
ciény. Y ya sélo para las personas fisicas, el articulo 14 Ley
39/2015 reconoce el derecho a «elegir en todo momento
si se comunican con las Administraciones Publicas para el
ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios
electrénicosy. Y, como avance mas importante de la nueva
legislacién, tanto el derecho a relacionarse electrénicamen-
te como los demds derechos son plenamente exigibles para
todas las Administraciones Publicas y no sélo para la Admi-
nistraciéon General del Estado como sucedia con la derogada
Ley 11/20074. Ello serd asi cuando la Ley 39/2015 despliegue
todos sus efectos, diferidos dos afios por la Disposicién final
séptima hasta octubre de 2018.°

La Ley 11/2007 exceptuaba el derecho a la relacién electré-
nica en los casos en los que por una ley se «infiera» que no
sea posible la utilizacion del medio electrénico (art. 27. 1°
Ley 11/2007). Sin embargo, ahora ya no hay una excepcién
genérica al derecho a comunicarse electrénicamente con
la e-Administracién. Por ello, sélo en casos excepcionales
la Administracion podrd ser presencial o en papel y no
electrénica.® Estas excepciones a la relaciéon electrénica
han de ser expresas o derivarse con cierta claridad de la
naturaleza de la relacién expresada en la ley.

Por cuanto a la necesidad de consentir la relacién elec-
trénica, el punto de partida del articulo 13 Ley 39/2015 es
la comunicacién electrénica. Y ahora el articulo 14.1° Ley
39/2015 reconoce sélo a las personas fisicas una libertad
de eleccién u opcidn por el canal electrénico o presencial.

La obligacion de relacionarse electrénicamente con la Administracion...

A diferencia de la legislacidn anterior, que exigia el consen-
timiento expreso para que la administracion se relacionase
electrénicamente,” el consentimiento viene a considerarse
por defecto. Frente a la Ley 11/2007, la Ley 39/2015 elimina
cualquier referencia a la necesidad de consentimiento para
la relacién electronica; el antiguo consentimiento queda
ahora transformado en que las personas fisicas pueden
elegir u optar por el canal de relacién. Y, por defecto, la
relacién con la Administracién no es presencial, sino elec-
trénica. En coherencia, las notificaciones (Martin, 2017a)
serdn «preferentemente» electrdnicas vy, a diferencia de
la normativa anterior, tampoco se exige el consentimiento
para practicarlas, sino que se podrd optar «en cualquier
momento» por un tipo u otro (art. 41. 1°9). Incluso ya se
prevén supuestos en los que la notificacién surta efectos
aunque se practiqgue por un medio -electrénico o papel-
que no fuera el elegido por el interesado.t En esta linea, el
articulo 55.4° del alin vigente Decreto 220/2014 valenciano
de e-administracién apura la posibilidad de notificar elec-
trénicamente «pese a que no hayan sido designadas por el
interesado o interesaday las comunicaciones electrénicas,
e incluso afirma que la «Administracién actuante podra
ejercer una labor activa» en la materia.

El giro copernicano respecto de la legislacién anterior
se aprecia incluso con mayor claridad respecto de los
registros (articulo 16 Ley 39/2015 y otros), pues ahora y
por defecto los registros son electrénicos. Las personas
fisicas no obligadas a relacionarse electrénicamente si que
pueden acudir a las oficinas de asistencia, que digitalizaran
lo que los ciudadanos presencialmente presenten (Rego
2017).

4. Hay que recordar gue para autonomias y entes locales los derechos de la LAE se hicieron depender por la Disposicién final 32 de las
«disponibilidades presupuestariasy.

5. Ahora, el derecho a comunicarse es a través de un Punto de Acceso General. El articulo 39 LRJSP define un «portal de internet» como «el
punto de acceso electrénicoy» y en virtud de la Disposicion final séptima «las previsiones relativasy al «punto de acceso general electrénico
de la Administracién [...] producirdn efectos a los dos afios de la entrada en vigor de la Ley». De igual modo, la Disposicién transitoria 42
LPAC prevé un régimen transitorio que no permite una regresion respecto de los servicios que ya se prestaban electrénicamente durante
este tiempo transitorio hasta la plena eficacia del derecho.

6. Solo «con cardcter excepcionaly puede exigirse la aportacién de documentos originales (art. 28. 3° LPAC), y en estos supuestos, si es el
caso, en papel (art. 28. 4° LPAC). También excepcionalmente y de manera motivada, se podra requerir la exhibicién del original para su
cotejo (art. 28. 52 LPAC). Todo ello estaba regulado de modo mads lacénico en el art. 35. 2° LAE.

7. Asi, el art. 27. 2° Ley 11/2007 en general; el art. 28.1° para la préctica de la notificacién electrénica o el art. 35. 1° como criterio para la
iniciacion de un procedimiento por el interesado. La STS de 22 febrero 2012 o la STSJ Extremadura de 4 de diciembre de 2013 han exigido
consentimiento expreso respecto de las notificaciones.

8. «Cuando no fuera posible realizar la notificaciéon de acuerdo con lo sefialado en la solicitud, se practicard en cualquier lugar adecuado a
tal fin, y por cualquier medio que permita tener constancia de la recepcion por el interesado o su representante, asi como de la fecha, la
identidad y el contenido del acto notificado».
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Ahora hay eleccién, no consentimiento, y la eleccién del
canal electrdnico por la persona fisica puede entenderse
implicita o tacitamente. Ello puede dar bastante juego a las
administraciones en su disefio de politicas para atraer a la
e-Administracion a nuevos «clientes» mdas alld de imponer
la relacién obligatoria.

En todo caso, no hay duda de que es preciso facilitar real-
mente y en todo momento a las personas su derecho a elegir
el canal electrénico o presencial. Y cabe mantener el criterio
de [a STSJ Madrid de 7 de junio de 2011 por cuanto que una
vez que el ciudadano opta por un sistema de comunicacion
presencial o electrénica, la Administracién ya «no podia
elegir el medio de notificacion» (FJ 4°). En este sentido,
ya la Ley 11/2007 garantizaba la intermodalidad, esto es, la
posibilidad de variar de la relacién ya iniciada por el canal
electrénico o presencial. Y la Ley 39/2015 mantiene este
derecho en general en su articulo 14. 19, Respecto de las
notificaciones, el articulo 41. 1° Ley 39/2015 afiade que la
decision de cambiar de canal debe hacerse a través de
modelos normalizados, lo cual es positivo para que quede
registrado en el sistema y se eviten innecesarias nulidades.’
Considero que la ley sigue siendo excesivamente benevo-
lente al permitir al administrado variar de canal presencial
o electrénico. Ello puede generar disfuncionalidades, du-
plicidades, cargas innecesarias de trabajo administrativo y,
sobre todo, usos espurios, por ejemplo, con relacién a los
plazos (Punzén y Sdnchez, 2006, pdg. 136). A mi juicio ello
puede corregirse normativamente, y en algunos casos, para
el cambio del canal electrénico al presencial, seria posible
requerir una justificacién o que se prevean algunos limites
por disfunciones o posibles abusos, como ya recoge alguna
normativa.'°

La obligacion de relacionarse electrénicamente con la Administracion...

2. Laimposicion de
la e-administracion a través
de reglamento y sus escasas
garantias

Desde los inicios de la e-Administracion en Espafia surgieron
relaciones electrénicas obligatorias, siendo siempre una
cuestién conflictiva." La legislacién ha sequido un imparable
camino hacia laimposicién de las interactuaciones electréni-
cas, 0 mas bien de desaparicion de la relacion presencial de
la Administracién con la ciudadania, cada vez con mayores
facilidades para la Administraciéon y con menores garantias
para los obligados. A sectores de habitual imposicién, como
Hacienda, Sequridad Social y contratacion, se ha extendido
la obligatoriedad de la notificacién electrénica masiva en
trafico®, por ejemplo. En palabras de Gamero (2016a 1),
se ha dado una «progresiva transfiguracion del derecho
a relacionarse por medios electrénicos en un deber». Se
han hecho muy importantes inversiones en e-administracion
y no parecen amortizarse en muchos dmbitos en los que
el uso de medios electrénicos por empresas v, sobre todo
por ciudadanos, llega a ser alarmantemente bajo. La via
de obligar parece ser una solucién mas facil que luchar
por una Administracion mds usable e intuitiva para los
administrados reticentes a emplearla. Y la Ley 39/2015 ha
dado unimportante salto en este arriesgado camino, y, a mi
juicio, sin las garantias suficientes para los administrados.

2.1. Los requisitos formales: la reserva de norma
reglamentaria para establecer la obligacién

Antiguamente se llegd a exigir el rango de ley paraimponer
la relacion electrénica con la Administracién. Asi lo hacian
algunas normas®y lo entendian autores tan relevantes como

9. EnelcasodelaSTSJ Aragén de 6 de noviembre de 2013 el cambio de canal se comunicé por un escrito, lo cual conllevé la nulidad de las
notificaciones que siguieron por el canal electrénico.

10. Asi, en el articulo 26 de la Ley foral 11/2007 de Navarra, la regla general es la del mantenimiento de la via electrénica elegida vy el
retorno a la relacién no electrénica es la excepcién que requiere justificacion y autorizacién por el érgano administrativo. En el Decreto
220/2014 valenciano se dispone que «La opcidn por un medio no electrénico no impedira la validez de las comunicaciones electrénicas
interadministrativas dentro del mismo procedimiento o con motivo de aquella relacién juridica». Ademds, permite que la Administracién
pueda requerir una justificacién del cambio de canal si entiende que genera una disfuncién o supone un abuso (art. 13. 2°).

1. Sobre la obligacién de relacién electrénica, Valero (2007); Cotino (2003, 2004, 2011a y, mas breve, b y 2016); Gamero (2005, 2010a y
2016a); Rego (2010 y 2017): Fabra y Diaz (2007); R. Martinez (2009) y Martin (2009 y 2017).

12. Martin (2009), Gamero (2010a vy, en particular, 2010b).

13. El articulo 16. 1° del Real Decreto 772/1999 exigia una ley, pero luego la regulacién de la Disposicion adicional 182 de la LRJAP de 2001
(ambas para la Administracion General del Estado) era contraria a esta imposicién.
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Gamero (2016, Il) y Valero (2007, pags. 51-52). Otros autores
no estimamos necesario el rango de ley para imponer la
obligacién, como Fabra (2007, pags. 258 y 259) o, desde la
perspectiva de la no discriminacién, Cotino (2003, 2004 y
2012). El articulo 27. 6° Ley 11/2007 ya considerd suficiente
gue fuera una norma reglamentaria la que pudiera impo-
ner la relacion electrénica, lo cual no han cuestionado los
tribunales.

Y siguiendo aquella linea, el articulo 14. 3° Ley 39/2015
dispone que:

«Reglamentariamente, las Administraciones podrdn estable-
cer la obligacién de relacionarse con ellas a través de medios
electrénicos para determinados procedimientos y para ciertos
colectivos de personas fisicas que por razén de su capacidad
econémica, técnica, dedicacién profesional u otros motivos
quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los
medios electrénicos necesarios».”

Por cuanto a los requisitos formales, se precisa una nor-
ma reglamentaria para establecer la obligacién. Y cabe
recordar que la naturaleza reglamentaria de unanorma no
proviene de la forma a través de la cual se adopta -Decreto,
Orden, Ordenanza, etc.- sino de la naturaleza del contenido
y del procedimiento de aprobacién seguin la legislacién
correspondiente. En este punto, convocatorias de subven-
ciones, contrataciones o concursos, entre otros, no son
reglamentos que puedan imponer la relacién electrénica.
No siempre son claros los lindes de lo que es una norma
reglamentaria y no son pocos los instrumentos de apa-
riencia similar a la de un reglamento que se utilizan para
imponer la interactuacién electrénica respecto de los que
hay que tener cautela.

Elarticulo14.3° Ley 39/2015 sefiala la posibilidad de estable-
cer laobligacién de relacién electrénica «para determinados
procedimientos». Por ello, deben evitarse remisiones en
blanco que permitan que la obligacién de relacién elec-
tréonica la establezcan actos u otros instrumentos de la
Administracién. El reglamento tiene que hacer referencia
a un procedimiento concreto o, en su caso, a un conjunto

La obligacion de relacionarse electrénicamente con la Administracion...

de procedimientos bien determinado por su naturaleza, a
colectivos alos que va dirigido y a otros elementos definito-
rios. Sobre esta base, puede ser razonable y admisible que el
reglamento remita a una resolucién administrativa que fije
ya de modo concreto la obligacién de relacién electrénica
en un procedimiento determinado. La reserva reglamentaria
podra relajarse respecto de la imposicién de la relacién
electrénica a funcionarios y servidores publicos, a sujetos
en el marco de la organizacién o en el marco de unarelacién
especial (estudiantes, por ejemplo).

2.2. Ladiscrecionalidad de la Administracién
para establecer la relacién electrénica
y los requisitos materiales

Mds alld del requisito formal de un reglamento para im-
poner la interactuacién electrénica, cabe tener en cuenta
la discrecionalidad de la Administracion para establecer
esta relacién electrénica y los requisitos materiales que
deben darse. Y acierta Gamero (20103, pdg. 105) cuando
recuerda la legitimidad de cada Administracién o reqgulador
reglamentario para enjuiciar la oportunidad de imponer la
relacién electrénica. Eso si, esta decisién siempre habra de
cumplir con los requisitos y limites del articulo 14.3° Ley
39/2015 y homdlogos, a saber:

«que por razén de su capacidad econdémica o técnica, dedica-
cién profesional u otros motivos acreditados tengan garan-
tizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnolégicos
precisos».

Lo cierto es que, en la ley, los requisitos y garantias para
poder obligar son pocos y ahora, con la nueva Ley 39/2015,
ya ni se parte de la existencia de un derecho a la relacién
presencial con la Administracién, lo cual obviamente auln
suavizala visidn de estas exigencias. Y tales requisitos aln
son menores a la vista de la practica judicial. Desde 2012
hasta la fecha el TS no ha expresado interés alguno en
razonar, argumentar, acreditar o probar que se dan los
requisitos legales para que el reglamento imponga una
relacion electrénica.”” Y siguiendo esta linea los tribunales

14. El articulo 16. 5° Ley 39/2015 reitera esta regulacion respecto de la obligacion de presentacion de documentos y el articulo 41.1° Ley

39/2015 sobre la obligacion de ser notificado electrénicamente.

15. Asi, abrié peligrosamente esta linea la STS de 22 febrero 2012 que de modo ciertamente criptico acudié a «la naturaleza de las cosas»
para estimar gue no se incumplian los requisitos. Pese a que la sentencia conté con un voto particular, las STS de 11 de julio y STS de 15
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inferiores avalan sin problemas la obligacion de la relacién
electrénica que se enjuiciaba en cada caso.”

2.3. Algunas garantias que podrian
regularse frente a la imposicién
de la e-administracion

Pues bien, frente a la imposicién de la e-administracion
hay que apostar por una mejora regulatoria y garantias
especificas que acrediten o aseguren gue los obligados a
la concreta relacién electrénica tienen acceso efectivo a
los medios electrénicos, de lo contrario podra considerarse
la existencia de discriminaciones o indefensiones en la
concreta relacién administrativa. En este sentido, quien
suscribe influyé en la introduccién de algunas garantias
en el Decreto 220/2014 valenciano de e-administracion.
Segun su articulo 12. 39, antes de aprobarse un reglamento
gue obligue a la relacién electrénica, la Administracién
tiene que informar y acreditar que se dan los requisitos
para evitar una discriminacién.” Y en este sentido, el arti-
culo 94. 2° b) de este Decreto obliga a realizar un informe
preceptivo antes de la imposicion que justifique y acredite
que la obligacién no es una barrera para el ciudadano.®
Ademas, el reglamento gque imponga la obligacién de uso
de medios electrénicos debe detallar el alcance y sujetos
de la obligacién (art. 12. 4°), asi como las consecuencias
del incumplimiento (art. 12. 59).

Entre otras garantias, se puede exigir «informar con caracter
previo a los afectados [...] y otorgar un plazo de adaptacion
adecuado, antes de implantar plenamente la obligatoriedad

La obligacion de relacionarse electrénicamente con la Administracion...

Estas u otras garantias que puedan pergefiarse deberian
exigirse también para el muy comdn supuesto en el que el
administrado obligatoriamente haya de generar la instancia
a través de internet, aunque luego la tenga que imprimir
y tramitar en papel, algo cada vez mds habitual. La posibi-
lidad de que esta exigencia suponga una barrera efectiva
puede ser practicamente la misma que la imposicién de la
interactuacion plena. En este sentido, el articulo 12. 1° del
Decreto 220/2014 valenciano de e-administracion extiende
sus garantias a los casos que sélo se pueda «presentar o
generar las solicitudes exclusivamente de acuerdo con los
documentos electrénicos normalizadosy.

3. Los nuevos obligados
«en todo caso» a relacionarse
electrénicamente, gue no tienen
derecho a ser asistidos

3.1. Algunos colectivos estan obligados
«en todo caso» por la ley a relacionarse
electrénicamente

El articulo 14. 2° de la Ley 39/2015 incluye una novedad
respecto de la ley anterior por cuanto establece directa-
mente y «en todo caso» la obligatoriedad de la relacién
electrénica en el marco de un procedimiento administrativo
a determinados colectivos, entre los que destacan todas las
personas juridicas; también a entidades sin personalidad
juridica (como comunidades de propietarios), notarios y

del uso de medios electrénicosy».” registradores y quienes ejerzan una actividad profesional

de julio de 2016 simplemente sefialan que la alegacion sobre el incumplimiento de los requisitos para obligar a la relacién electrénica “no
puede prosperar” o que laimposicion «tiene cobertura en el articulo 27.6 de la Ley 11/2007» relativas a productores de energia renovables.

16. Asi, la SAN de 16 febrero 2015 admite la obligacién respecto de abogados, por cuanto no prueban que tengan problemas para ello. Es
mas, que si lo tuvieran, quienes deben actuar son los colegios profesionales. Y la STSJ Andalucia de 25 marzo de 2015 respecto de una
sociedad de responsabilidad limitada a partir del TS considera que se puede obligar a cualquier persona juridica a la relacion electrénica
sin necesidad de que se cumplan los requisitos (en la linea ya expresa de la actual Ley 39/2015).

17. «La obligacién de utilizar medios electrénicos requerird el andlisis previo y acreditacién de que dicha imposicién en modo alguno pueda
suponer discriminacion por la falta de garantia del acceso, disponibilidad y conocimiento de uso de los medios tecnoldgicos precisos y, en
su caso, se arbitren los medios eficaces para evitarlay.

18. «La descripcion del colectivo al que va destinado el procedimiento, su prevision de uso y la valoracién de la posibilidad de la imposicion de
la obligacién de uso de medios electrénicos en los términos del articulo 12 del presente decreto. En el caso de la imposicién de la relaciéon
electrénica habrd de justificarse la misma y, en su caso, hacer referencia a las medidas previstas para evitar que dicha obligacién implique
una barrera efectiva en el acceso a la Administracién actuante».

19. Asi, en el articulo 6. 2° de la Ordenanza de Administracién electrénica de Zaragoza publicada el 23 de febrero de 2010.
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para la que se requiera colegiacién obligatoria.?° De igual
modo estan obligados quienes representen a un interesado
que esté obligado a relacionarse electrénicamente. Asimis-
mo, los empleados de las administraciones publicas cuando
actden en tal condicidn; en este Ultimo caso, la imposicién
debe determinarse por un reglamento.

La practica judicial venia ya a permitir la obligacion de
relacién electrdnica a personas juridicas sin exigir el cum-
plimiento de requisitos (en especial la STSJ Andalucia de
25 marzo de 2015 a partir de la oscura STS de 22 febrero
2012),y la STS 621/2011 (Sala1) de 20 de septiembre también
daba por hecha la imposicién a notarios y registradores.
Esta interpretacion también la siguieron algunas ordenan-
zas locales de e-administraciéon de referencia (como Irdn
o Valencia), que ya expresamente permitian imponer la
relacion electrénica a toda persona juridica. Respecto de
asociaciones y colectivos profesionales, alguna sentencia
venia a afirmar que era el colectivo quien debia probar que
no tenia efectivo acceso a medios electrénicos v, en todo
caso, su colegio profesional era quien debia facilitarselo
(SAN de 16 febrero 2015, ya mencionada). En el dmbito de
la Administracién de Justicia, desde 2011 hay diversos colec-
tivos obligados a la comunicacién electrénica.?' Y la ley de
trafico se modificé para obligar a la notificacion electrénica
a través de la Direccién Electrénica Vial (DEV) a todo aquel
gue no fuera una persona fisica.??

Ahora laimposicién se establece con la especial legitimidad
de una ley estatal bdsica y, ademds, esta disposicion de la
Ley 39/2015 queda reforzada por varios motivos: 1°, la obli-
gatoriedad se da «en todo casoy, para todo tipo de tramites
o procedimientos. 29, laimposicidn rige ex lege sin necesidad
de interposicién (salvo en el caso de los funcionarios); no

La obligacion de relacionarse electrénicamente con la Administracion...

hay remisién a una concrecion reglamentaria o disposicion
administrativa que hubiera de determinar la obligacion (sal-
vo en el caso de los servidores publicos de la letra e). 3°,
la imposicion no esta sometida al cumplimiento de ningun
requisito o condicidn fijados en la ley que requiera valora-
cién alguna. Y 49, no hay gue olvidar que esta obligacién
juridica de interactuar electrénicamente no opera sobre la
antigua premisa de un derecho a relacionarse presencial-
mente con la Administracién, que ya no se reconoce. Por
decirlo de algiin modo, la obligacién legal se impone sin
quedar contrarrestada por ser la excepcién a un derecho
reconocido por la propia ley.

Esta imposiciéon de la comunicacién electrénica a estos
colectivos rige desde la misma entrada en vigor de la Ley
39/2015 en 2016 y no esta dilatada en el tiempo por las
disposiciones transitorias, que no le afectan directamente.

No faltan motivos a Gamero cuando discrepa «radicalmen-
te» de este precepto y afirma «el plano de irrealidad en
el que se han movido los redactores de la Ley» (Gamero,
2016a I1). A mijuicio, la politica legislativa es clara, si se me
permite, agdrrate como puedas, que los administrados se las
apafien, como posiblemente haran a costa del crecimiento
del sector de profesionales especializados en relacionarse
con las administraciones publicas. No hay que excluir una
posible inconstitucionalidad si la aplicacién de la ley en casos
concretos genera una discriminacién o una indefensién. As{
puede suceder respecto de decenas o cientos de miles de
casos, como las comunidades de propietarios que no cuen-
tan con un administrador que se relacione electrénicamente
o las aproximadamente cien mil asociaciones que hay en
Espafia.

20. Entre otros, agentes de propiedad, enfermeros, fisioterapeutas, educadores, trabajadores, asistentes y graduados sociales, logopedas,
odontdlogos, podélogos, psicélogos, disefiadores técnicos, arquitectos, arquitectos técnicos, farmacéuticos, médicos, abogados, procuradores,

fisicos, quimicos y diversas ingenierias.

21. Asi, el articulo 6. 3° de la Ley 18/2011 impuso el uso de medios electrénicos a la indefinida categoria de los «profesionales del ambito de
la Justiciay (Ministerio Fiscal, los abogados y procuradores, la policia judicial y los representantes y defensores del Estado y demds entes
publicos, peritos judiciales, graduados sociales, etc.). Y el articulo 273. 5° Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil en su version
dada por la Ley 42/2015 de manera muy similar a la Ley 39/2015 ha establecido los colectivos que «en todo casoy» han de «intervenir a
través de medios electrénicos con la Administracion de Justicia». Sobre el tema, por todos, Gamero (2012).

22. Asi, cabe acudir al articulo 59 bis y la Disposicion adicional sequnda de la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, por la que se modifica el texto
articulado de la Ley sobre Tréfico, Circulacién de Vehiculos a Motor y Sequridad Vial. Entre otros, Gamero (2010a, pdgs. 118 y ss.) o in toto

Gamero (2010 b).
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3.2.Y precisamente los obligados a
la relacion electrdnica no tienen
derecho a ser asistidos

No deja de llamar la atencién que precisamente los obligados
a la relacién electrénica no tienen derecho a ser asistidos.
Como es sabido, la comunicacién o relacién electrénica
con la Administracion no es facil: errores, desconexiones,
mala informacién y funcionamiento, formularios imposibles,
firma electrénica de baja usabilidad, navegadores incom-
patibles, Javas no actualizados, etc. Hay quienes hablan de
la «supervivencia» a la Administracion electrénica (Lépez
Tallén, 2010) o que la tramitacién electrénica viene a ser
una particular peculiar yincana (Gamero, 20163, Il) en el que
si no culminas pierdes todos tus derechos.

A una persona fisica no obligada a usar medios electrénicos
siempre le quedara la «ventanillay, el canal presencial. Sin
embargo, para un obligado que no logre relacionarse elec-
trénicamente, las consecuencias pueden ser desastrosas: la
pérdida de la posibilidad de hacer una solicitud o iniciar un
procedimiento, de cumplir un plazo o trdmite, de presentar
un recurso o alegacidn, etc. La Ley 39/2015 impone el deber
de «garantizar que los interesados pueden relacionarse con
la Administracién a través de medios electrénicos (art. 12.
19), al tiempo que las administraciones «asistirdn en el uso
de medios electrénicos a los interesados»”, y el articulo 13.
b) Ley 39/2015 reconoce el relativamente novedoso derecho
«a ser asistidos en el uso de medios electrénicos en sus
relaciones con las Administraciones Publicasy. Sin embargo,
expresamente el articulo 12. 2° Ley 39/2015 excluye de esta
asistencia a los que mas la necesitan, que son quienes estan
obligados. Para Gamero «esto es sencillamente inadmisi-
ble. Supone una discriminacién».?®. A mi juicio, habrd que
analizar el contexto concreto de cada relacion juridica para
determinar si se da una inconstitucionalidad por discrimi-
nacién o indefensién. Y, no obstante, hasta el momento

23. [dem.
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los tribunales no parecen muy sensibles. Sélo quiza en la
mas reciente STS de 16 de noviembre de 2016 (ROJ: STS
4991/2016) ha ratificado una sentencia de la AN y existe
cierta sensibilidad por tratarse de un supuesto de 8 millones
de euros y porque la relacién electrdnica, aunque licita, tenfa
algunas imperfecciones que conllevaron desproporciona-
das circunstancias para el ciudadano. EI TS aprovecha su
sentencia para subrayar que el «kcémo» -lo electrénico- «en
modo alguno ha supuesto, estd suponiendo, un cambio de
paradigma, en cuanto que el ndcleo y las bases sobre las
que debe girar cualquier aproximacion a esta materia siguen
siendo las mismas dada su importancia constitucional» (FJ
39).%No obstante, la Audiencia Nacional sigue persistiendo
en su estricta percepcién en 20173

4. |as consecuencias del
incumplimiento de la obligaciéon
de relacion electrénica

La Ley 11/2007 no expresaba qué sucedia si el ciudadano
no se comunicaba electrénicamente con la administracion
en los casos en los que estuviera obligado. Para la Adminis-
tracion General del Estado, el articulo 32. 3° Real Decreto
1671/2009 (derogado) disponia que el 6rgano administrativo
«requerird la correspondiente subsanacién, advirtiendo
que, de no ser atendido el requerimiento, la presentacién
carecera de validez o eficacia». En el caso de la Adminis-
tracién de Justicia, el articulo 43 de la Ley 18/2011 sefiala
que la primera vez podrd subsanarse el incumplimiento por
el profesional de la justicia con concesién de un plazo al
efecto. Y el articulo 273. 5° Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil respecto de los nuevos colectivos que
estando obligados desde 2015 no se hayan relacionado elec-
tronicamente prescribe que el secretario judicial concederd
un plazo de 5 dias para la subsanacién; si ésta no se efectua,
los escritos y documentos se tendran por no presentados.

24. La notificacién, aunque practicada legalmente, tenia unas pdginas en blanco, lo cual «podia inducir a un error al contribuyentey. EI TS
sefiala «la desproporcién entre las consecuencias y la conducta negligente de la empleada en relacién con la imperfecta notificacion
electrénica, para concluir, por las especiales circunstancias del caso concreto, que otra solucién colocaria al contribuyente en situacién

de indefensidny» (FJ 39).
25.

En la SAN (ROJ) 583/2017, de 15 de febrero no tiene en cuenta el hecho de que el notificado electrénicamente, aunque habia sido dado

de alta en la DEH, habia sequido recibiendo notificaciones fisicas en todo el procedimiento, salvo las resoluciones finales que, al ser
electrénicas, le pasaron desapercibidas. La propia AN pese a estas circunstancias afirma del administrado su «propia desidia y de su
completa desatencién a su inclusién obligatoria en el sistema DEH» (FJ 49).
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Los tribunales no parecen ablandar su corazén ante quien
estaba obligado al canal electrénico y desesperado utilizé
la via en papel.?®

Pues bien, el articulo 68. 4° Ley 39/2015 sobre «Subsa-
nacién y mejora de la solicitud» requla especificamente el
supuesto y obliga a la Administracion a requerir al admi-
nistrado. Aunque resulta muy criptico,? la clara voluntad
del legislador es que si mediaba cualquier plazo que haya
precluido al momento de la subsanacidn, el obligado habra
incumplido dicho plazo con los efectos que ello implique
en cada procedimiento o relacién juridica administrativa.
Por el contrario, Gamero afirma que «la ambigtiedad de su
contenido obliga a los operadores juridicos a promover la
interpretaciéon mds favorable al ciudadano, reconociéndole
su derecho a subsanar, y a que la nueva presentacion se
entienda realizada en plazo» (Gamero 20164, II). Es de

La obligacion de relacionarse electrénicamente con la Administracion...

esperar un claro criterio interpretativo por los tribunales,
y en especial por el TS.

Amijuicio, y pese a la voluntad legislativa, podrian adoptarse
soluciones normativas mas favorables al administrado. Asf,
pueden reqularse la subsanacién, sus efectos y plazos, los
efectos de las comunicaciones no electrénicas realizadas,
los registros no electrénicos practicados o los documentos
presentados en papel por quien estaba obligado. Asimismo,
deberian concretarse normativamente tanto el requerimien-
to a practicar por la Administracién como otras acciones
que ésta debe llevar a cabo y las consecuencias de su in-
cumplimiento o su cumplimiento tardio. Si la obligacion de
relacién electrénica no es directa y se ha establecido regla-
mentariamente, el reglamento concreto podria determinar
estos aspectos y los efectos del incumplimiento (articulo
12. 5° Decreto 220/2014 valenciano de e-administracion).
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licenses/by-nd/3.0/es/deed.es.
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